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ALCANCE DIGITAL N° 244 01-12-2021 

Alcance con  Firma  digital (ctrl+clic) 

PODER EJECUTIVO  

 

DECRETOS  

 

DECRETO N° 43336-MOPT-S 
 

REFORMA AL DECRETO EJECUTIVO NÚMERO 42295-MOPT-S DEL 11 DE ABRIL DE 2020, 
DENOMINADO RESTRICCIÓN VEHICULAR DIURNA ANTE EL ESTADO DE EMERGENCIA 
NACIONAL EN TODO EL TERRITORIO COSTARRICENSE POR EL COVID-19   
 

DECRETO N° 43337-MGP-S  
 

RFORMA AL DECRETO EJECUTIVO NÚMERO 42690-MGP-S DEL 30 DE OCTUBRE DE 2020, 
DENOMINADO MEDIDAS MIGRATORIAS TEMPORALES EN EL PROCESO DE REAPERTURA DE 
FRONTERAS EN EL MARCO DEL ESTADO DE EMERGENCIA NACIONAL SANITARIA POR EL 
COVID-19  
 

DIRECTRIZ  

 

DIRECTRIZ N° 126-S-MTSS-MIDEPLAN 
 

DIRIGIDA A LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA CENTRAL Y DESCENTRALIZADA “REFORMA A LA 
DIRECTRIZ N° 077-S-MTSS-MIDEPLAN DEL 25 DE MARZO DE 2020, SOBRE EL 
FUNCIONAMIENTO DE LAS INSTITUCIONES ESTATALES DURANTE LA DECLARATORIA DE 
EMERGENCIA NACIONAL POR COVID-19” 
 

INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS  
 

INTENDENCIA DE ENERGIA 

 

RE-0074-IE-2021 DEL 26 DE NOVIEMBRE DE 2021  
 

https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2021/12/01/ALCA244_01_12_2021.pdf
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SOLICITUD TARIFARIA PRESENTADA POR LA REFINADORA COSTARRICENSE DE PETRÓLEO S.A. 
(RECOPE) PARA LA FIJACIÓN EXTRAORDINARIA DE PRECIOS DE LOS COMBUSTIBLES 
DERIVADOS DE LOS HIDROCARBUROS CORRESPONDIENTE A NOVIEMBRE DE 2021.  
 

POR TANTO LA INTENDENCIA DE ENERGÍA RESUELVE: 
 

 I. Fijar los precios de los combustibles derivados de los hidrocarburos, según el siguiente 
detalle: 
 

 
 

JUNTA DE PROTECCIÓN SOCIAL  

 

CALENDARIO DE SORTEOS Y PLANES DE PREMIOS DE LOTERÍAS DICIEMBRE 2021 

 

LA GACETA 

Gaceta con Firma  digital  (ctrl+clic)   

FE DE ERRATAS 
 

● MINISTERIO DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES 

● AVISOS 
 

PODER LEGISLATIVO  
 

NO SE PUBLICAN LEYES 

 

PODER EJECUTIVO  
 

DECRETOS  

 

DECRETO Nº 43169-C  
 

REFORMA AL DECRETO EJECUTIVO N° 38002-C, CREACIÓN DEL CENTRO DE PRODUCCIÓN 
ARTÍSTICA Y CULTURAL, DEL 26 DE SETIEMBRE DEL 2013, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL 
LA GACETA N°. 220 DEL 14 DE NOVIEMBRE DEL 2013 Y REFORMADO POR DECRETOS 

https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2021/12/01/COMP_01_12_2021.pdf
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
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EJECUTIVOS N°. 38816-C DEL 18 DE AGOSTO DE 2014, N°. 39629-C DEL 15 DE MARZO DEL 
2016, N°. 42036-C DEL 31 DE OCTUBRE DEL 2019 Y  N  .°42759- C DEL 5 DE NOVIEMBRE DEL 
2020  
 

DECRETO N° 43231–MINAE  
 

DECLARATORIA DE CONVENIENCIA NACIONAL DEL PROYECTO DENOMINADO  
CONSTRUCCIÓN ALCANTARILLADO SANITARIO PARA LA CIUDAD DE PALMARES, ALAJUELA” A 
DESARROLLAR POR EL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS 
 

DECRETO N° 43187-COMEX-MAG  
 

PUBLICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN N° 443-2021 (COMIECO-XCIV) DE FECHA 28 DE ABRIL DE 
2021, QUE RESUELVE QUE “SE PODRÁ UTILIZAR EN LOS CERTIFICADOS SANITARIOS Y 
FITOSANITARIOS IMPRESOS, MEDIOS DE TECNOLOGÍA DE LA INFORMACIÓN Y 
COMUNICACIÓN”  
 

ACUERDOS  

 

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA  
 

ACUERDO N° 696-P  
 

REFORMAR EL ARTÍCULO 1º DEL ACUERDO N° 695-P DE DIECINUEVE DÍAS DEL MES DE 
NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIUNO, PARA QUE EN ADELANTE SE LEA ASÍ: “ARTÍCULO 1º—
NOMBRAR A LA SEÑORA MARÍA ALEXANDRA ULATE ESPINOZA, COMO VICEMINISTRA 
ACADÉMICA DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA”. 
 

● MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES Y CULTO  

● MINISTERIO DE COMERCIO EXTERIOR 

 
RESOLUCIONES  

 

● MINISTERIO DE AMBIENTE Y ENERGIA  
 

DOCUMENTOS  VARIOS   

 

● AGRICULTURA Y GANADERIA 

● JUSTICIA Y PAZ 

● AMBIENTE Y ENERGIA 

 

TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES  

 

● EDICTOS 

● AVISOS 
 

CONTRATACION ADMINISTRATIVA  

 

● FE DE ERRATAS 

● LICITACIONES 

● VARIACION DE PARAMETROS 
 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
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REGLAMENTOS 
 

CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL  

 

APRUEBA LA PROPUESTA DE “REGLAMENTO PARA EL RECONOCIMIENTO DE CARRERA 
PROFESIONAL EN LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL” 

 

MUNICIPALIDADES  

 

MUNICIPALIDAD DE EL GUARCO  
 

REGLAMENTO PARA EL PROCEDIMIENTO DE COBRO ADMINISTRATIVO, EXTRAJUDICIAL Y 
JUDICIAL DE LA MUNICIPALIDAD DE EL GUARCO  
 

INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS  

 

● PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA 
 

REGIMEN MUNICIPAL  
 

● MUNICIPALIDAD DE MONTES DE OCA 

● MUNICIPALIDAD DE DOTA  

 

AVISOS   

 

● CONVOCATORIAS 
 

COLEGIO DE CONTADORES PRIVADOS 
DE COSTA RICA 

ASAMBLEA GENERAL EXTRAORDINARIA 149-2022 

 

El Colegio de Contadores Privados de Costa Rica, convoca a asamblea general extraordinaria 
N° 149-2022, que se celebrará el día 15 de enero del 2022. La asamblea dará inicio en primera 
convocatoria a partir de las catorce horas, y de no haber el cuórum de ley, iniciará a las quince 
horas en segunda convocatoria, de conformidad con el artículo N° 10 de la Ley N° 1269 y 9 
del Reglamento respectivo. La asamblea se llevará a cabo en el Auditorio San Mateo, en la 
sede Central del Colegio de Contadores Privados de Costa Rica, Calle Fallas de Desamparados, 
con el siguiente orden del día:  
 

Orden del día:  
 

1.  Verificación del cuórum. 
2.  Lectura y aprobación del orden del día. 
3.  Himno Nacional de Costa Rica. 
4.  Palabras del CPI Kevin Chavarría Obando, presidente del Colegio de Contadores Privados 

de Costa Rica 
5.  Nombramiento de los integrantes del Tribunal de Elecciones de conformidad con lo 

establecido en el artículo 7 del Reglamento de Elecciones. 
6.  Juramentación de los nuevos integrantes de acuerdo con las elecciones efectuadas. 
7.  Cierre de la asamblea. 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=06/10/2021
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Notas:  
 

A. De conformidad con el artículo N° 10 de nuestra Ley Orgánica y sus reformas, sólo se 
conocerán los asuntos para los cuales fueron convocadas las asambleas. 

B. Conforme lo establece el Reglamento de Asambleas en su artículo No. 6, sólo se 
permitirá la participación en las Asambleas a aquellos Contadores Privados incorporados 
que se encuentren al día en el pago de las cuotas de colegiatura al mes de noviembre de 
2021. 

C. Los Colegiados que deseen integrarse a las Asambleas encontrándose en estado de 
morosidad, podrán hacerlo previo pago de sus cuotas atrasadas en la caja auxiliar de 
Tesorería que para tal efecto se ubicará en nuestra sede. 

D. Además del recibo cancelado de acuerdo con el literal C), deberán presentar su carné de 
Colegiado o cédula de identidad, a efecto de otorgarles el derecho de voz y voto. 

E.  Para la permanencia en el recinto de la Asamblea, una vez iniciada ésta, se aplicará para 
todos los presentes el artículo N° 7 del Reglamento de Asambleas. 

 

San José, 24 de noviembre del 2021. — CPI Kevin Chavarría Obando, Presidente. —
CPI Yamilette Solano Rojas, Primera Secretaria. — 1 vez. — (IN2021605985). 
 

● AVISOS 
 

NOTIFICACIONES  
 

● PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA 

● JUSTICIA Y PAZ  

● CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL 

● MUNICIPALIDADES 

● AVISOS 

 

CITACIONES  

 

● HACIENDA 

BOLETÍN  JUDICIAL.  N°  231 DE 01 DE DICIEMBRE DE  2021 

Boletín con Firma digital  (ctrl+clic)  

 

SALA CONSTITUCIONAL  

 

ASUNTO: ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD  
 

A LOS TRIBUNALES Y AUTORIDADES 
DE LA REPÚBLICA 

HACE SABER: 
 

SEGUNDA PUBLICACIÓN 

 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=06/10/2021
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=06/10/2021
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/pub-boletin/2021/12/bol_01_12_2021.pdf
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De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad número 21-022410-0007-CO que promueve Sindicato de 
Trabajadores del Instituto Nacional de Aprendizaje, se ha dictado la resolución que 
literalmente dice: “Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las 
dieciocho horas cuarenta y dos minutos del diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno. /Se 
da curso a la acción de inconstitucionalidad interpuesta por Luis Ricardo Jara Núñez, cédula 
de identidad N° 1-0660-0766, en su condición de secretario general del Sindicato de 
Trabajadores del Instituto Nacional de Aprendizaje (SITRAINA), para que se declare 
inconstitucional el inciso j) del artículo 1° y el transitorio III de la Ley de Fortalecimiento de la 
Formación Profesional para la Empleabilidad, la Inclusión Social y la Productividad de Cara a 
la Revolución Industrial 4.0 y el Empleo del Futuro, N° 9931 del 18 de enero de 2021, que 
reformó el artículo 24 de la Ley Orgánica del Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), 
publicada en La Gaceta N° 20 del 29 de enero de 2021; por estimarlos contrarios a los 
artículos 33, 34, 68, 74, 191 y 192 de la Constitución Política. Se confiere audiencia por quince 
días al procurador General de la República y al presidente ejecutivo del Instituto Nacional de 
Aprendizaje (INA). Las normas se impugnan porque, en criterio del accionante, la reforma que 
introducen al artículo 24 de la Ley Orgánica del INA, enervó la naturaleza jurídica del régimen 
de empleo de las personas que prestan sus servicios en esta institución, violentando los 
artículos 191 y 192 de la Constitución Política. Alega que la reforma legislativa viene a 
“privatizar” la relación de empleo de quienes trabajan para esa institución. La norma 
“despublificó” el régimen de empleo y, en su lugar, impuso un régimen de empleo de 
naturaleza laboral común, radicado en el Código de Trabajo, privando a las trabajadoras y los 
trabajadores de las garantías contempladas en esas normas constitucionales, dejándolos en 
una situación de discriminación, desposeídos de los derechos subjetivos reconocidos en 
dichos preceptos constitucionales. Las condiciones laborales de quienes trabajan en el INA, 
en lo que concierne a su régimen de contratación, clasificación y valoración de puestos, 
remoción y otras condiciones, en general, desde que se promulgó su Ley orgánica, quedaron 
reguladas por el Estatuto de Servicio Civil. De manera complementaria, su régimen salarial lo 
reguló la Ley de Salarios de la Administración Pública, N° 2166 del 09 de octubre de 1957. La 
norma impugnada, por una parte, excluyó a las personas trabajadoras de la aplicación del 
régimen de servicio civil, que es una derivación directa de aquellas normas constitucionales 
y, por otra parte, las excluyó de la aplicación de la Ley de Salarios de la Administración Pública, 
quienes quedan a merced de la potestad reglamentaria de la Junta Directiva del INA, que 
puede fijar unilateralmente sus condiciones de empleo, con base en las normas de la 
legislación laboral común. Aduce que las lesivas disposiciones que contiene la reforma del 
artículo 24 de la Ley Orgánica del INA, afectan el núcleo de intereses del colectivo que 
representa el sindicato de trabajadores de esa institución. La norma recurrida vulnera el 
principio de igualdad y causa discriminación laboral y salarial, porque los trabajadores quedan 
en una situación de absoluta desventaja, quienes pueden ser contratados mediante 
cualquiera de las modalidades que establece la legislación laboral y cualquier otra legislación, 
sacrificándose la estabilidad laboral contenida en el artículo 192 de la Constitución Política. 
Además, la norma impugnada estipula que los trabajadores se contratarán en el esquema de 
salario único o global, cuya remuneración se puede pagar de manera mensual, quincenal, 
semanal, diaria, por hora o lección, precarizando sus condiciones de trabajo y remuneración. 
Considera que la discriminación que causa la norma impugnada es evidente y manifiesta, 
dejando a las personas trabajadoras en una situación laboral totalmente vulnerable. Por otro 
lado, el último párrafo del artículo 24 ídem, afecta la carrera administrativa de las personas 
que laboran en el INA y violenta situaciones jurídicas consolidadas, porque para poder 
participar en promociones y ascensos de puestos, se les impone renunciar al régimen de 
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empleo público que los amparaba y, en consecuencia, trasladarse al nuevo régimen de 
empleo laboral común, con todas las implicaciones negativas anteriormente señaladas, 
quebrantando los artículos 33, 68, 74, 191 y 192 de la Constitución Política. En síntesis, señala 
que el INA es una entidad descentralizada del Estado, autónoma, que realiza un cometido 
esencial en orden al cumplimiento de los fines superiores del Estado Social y Democrático, 
que tiene la finalidad principal de promover y desarrollar la capacitación y formación 
profesional de las personas trabajadoras, cuya actividad constituye un subsistema del sistema 
educativo del país. Dada la naturaleza jurídica y el servicio público que presta esta institución, 
su régimen de organización y actividad se regula por el Derecho Público, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 3.1 de la Ley General de Administración Pública. Ese régimen legal 
que configura su esquema de organización y actividad, regulado por el Derecho Público, 
determina, en consecuencia, la naturaleza jurídica del régimen de empleo de las personas 
funcionarias que prestan sus servicios en esta institución (artículo 3.1, 111.1, 111.2 y 112.1 
de la Ley General de Administración Pública). Este régimen de empleo, en consonancia con el 
régimen de organización y actividad del INA, se reflejó expresamente en el artículo 24 de la 
Ley Orgánica, reformado por la norma que aquí se impugna, cuyo régimen derivó 
directamente de los artículos 191 y 192 de la Constitución Política. Explica que a partir del 
análisis de los artículos 191 y 192 de la Constitución Política, la jurisprudencia constitucional 
formuló que la relación de empleo entre los servidores y la Administración Pública, es una 
relación de empleo público o estatutaria, regida por el Derecho Público; salvo aquellos 
empleados de empresas o servicios económicos del Estado, encargados de gestiones 
sometidas al Derecho Común, que se rigen por el Derecho Laboral, y no por el Derecho 
Público, de conformidad con el artículo 3.2, 111.3 y 112.2 de la Ley General de la 
Administración Pública. Indica que se trata de un régimen de empleo público de configuración 
constitucional que se incorporó en el artículo 24 de la Ley Orgánica del INA, reformado por la 
ley impugnada. Esa norma de ley se desarrolló en el Reglamento Autónomo de Servicios del 
Instituto Nacional de Aprendizaje, publicado en el Alcance N° 180 a La Gaceta N° 150, de 12 
de agosto de 2019. No obstante, la reforma legislativa aquí impugnada vino a establecer un 
nuevo régimen de empleo para aquellos trabajadores que ingresen después de la vigencia de 
la ley y reglamentación de las nuevas condiciones laborales que defina la Junta Directiva del 
INA (transitorio III). Este nuevo régimen de empleo tiene las siguientes características e 
implicaciones: 1. En primer lugar, la reforma legislativa excluye, de manera expresa, a las 
personas que ingresen a laborar al INA, por un lado, de la aplicación del régimen de servicio 
civil, regulado en la Ley N° 1581 (última oración del párrafo tercero del artículo 24) y, por otro 
lado, de la Ley de Salarios de la Administración Pública N° 2166 (párrafo cuarto id). 2. En su 
lugar, configura un nuevo régimen de empleo, de naturaleza laboral común, que se aplicará 
a las personas trabajadoras que ingresen a laborar, cuyas regulaciones en materia de 
contratación, nombramiento, remoción, remuneraciones y, en general, condiciones 
laborales, las regulará la Junta Directiva de la institución, de conformidad con la legislación 
laboral vigente (párrafos 1, 4, 5, última oración párrafo 6, id., transitorio III). 3. 
Particularmente en materia de contratación, en el marco del nuevo régimen de empleo, de 
naturaleza privada, el INA queda habilitado para aplicar cualquiera de las siguientes 
modalidades: por tiempo determinado, servicios especiales, por tiempo indefinido, cargos de 
confianza, o cualquier figura contractual que sea necesaria, de conformidad con las 
regulaciones establecidas en la normativa laboral (párrafo 1 y 5 id.). 4. En materia de 
remuneraciones, en el marco de ese nuevo régimen de empleo, el INA se regirá por el 
esquema de salario global o único que defina la Junta Directiva, cuyos salarios se pueden 
pagar por mes, quincena, semana, horas o por lecciones (párrafos 1, 4 y 5 id., transitorio III). 
5. Las personas que ingresaron a laborar antes de la vigencia de la ley, o la reglamentación de 
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las nuevas condiciones laborales, mantendrán su incorporación al régimen de servicio civil y 
regulación de sus remuneraciones de conformidad con la Ley de Salarios de la Administración 
Pública (párrafo 6 id., transitorio III). 6. Los funcionarios actuales que tengan interés en 
promociones o ascensos de puestos, deben trasladarse al nuevo régimen laboral o común de 
relaciones laborales, que reglamente la Junta Directiva de esa institución (último párrafo id.). 
7. La Junta Directiva tiene hasta un año de plazo, posterior a la entrada en vigencia de la ley, 
para aprobar el reglamento que definirá el nuevo escalafón salarial y las condiciones laborales 
de los trabajadores que contrate, de acuerdo con las nuevas reglas establecidas en dicha ley 
(transitorio III). La reforma que sufrió el artículo 24 de la Ley Orgánica del INA, desvincula a 
los nuevos funcionarios que contrate la institución del régimen de servicio civil y la Ley de 
Salarios de la Administración Pública y, en su lugar, configura un régimen de empleo de 
naturaleza laboral común, que será aplicable a estos empleados, cuyas condiciones 
reglamentará la Junta Directiva institucional, “de conformidad con la legislación laboral 
vigente”. El plazo para que la Junta Directiva promulgue el reglamento correspondiente lo 
establece el transitorio III de la Ley N° 9931. Esta norma emergente, que reformó el artículo 
24 de la Ley N° 6868, enervó el régimen de empleo público de los funcionarios de esa 
institución, de la solera de la Constitución Política, receptado en el artículo que así fue 
reformado y se desarrolló en las normas del Reglamento Autónomo de Servicio del INA. La 
reforma legislativa, entonces, des publificó el régimen de empleo, un régimen que, por 
derivar directamente de aquellas normas de la Constitución Política, por sí mismo, es de 
naturaleza pública o estatutaria y, en su lugar, la modificación impugnada impone un régimen 
de empleo privado, que deja en absoluta interdicción la aplicación del Estatuto de Servicio 
Civil y la Ley de Salarios de la Administración Pública. La des publificación del régimen de 
empleo resulta manifiestamente inconstitucional, porque la técnica legislativa de configurar, 
en su lugar, un régimen de empleo privado, sujeto a las disposiciones del Código de Trabajo, 
violenta abiertamente los artículos 191 y 192 de la Constitución Política. La privatización del 
régimen de empleo de los trabajadores del INA, no solo resulta incongruente con le artículo 
1° de su ley orgánica, artículos 3.1, 111.2, 111.2 y 112.1 de la Ley General de la Administración 
Pública, sino que se vuelve directamente contra esas normas constitucionales, las cuales 
fundamentan de principio la naturaleza estatutaria del régimen de empleo de esa institución. 
La reforma del artículo 24 de la Ley Orgánica del INA, representa un retroceso histórico, que 
devuelve más de 70 años atrás en el tiempo, a contrapelo de una de las más importantes 
garantías que estableció la Constitución de 1949. La enervación del régimen de empleo 
público y su sustitución por un régimen regulado por la legislación laboral, es totalmente 
incompatible con esas normas constitucionales, por lo que, en criterio del accionante, 
procede que se declare la inconstitucionalidad del artículo 24 impugnado. En consecuencia, 
alega que corresponde que se declare también la inconstitucionalidad del transitorio III de la 
Ley N° 9931, que define el plazo en que la Junta Directiva tiene que promulgar el reglamento 
que regule el nuevo escalafón salarial y las condiciones laborales de los empleados que 
contrate en el nuevo régimen. De otra parte, alega que el artículo impugnado quebranta los 
principios de igualdad y no discriminación, contenidos en los artículos 33 y 68 de la 
Constitución Política. Esto, porque implica que en el INA van a concurrir dos regímenes de 
empleo distintos e incompatibles: por un lado, el régimen de empleo público, sujeto al 
Estatuto de Servicio Civil y la Ley de Salarios de la Administración Pública, que conservarán 
los funcionarios que prestan actualmente sus servicios y, por otro lado, un régimen de empleo 
emergente, de naturaleza laboral común (privado), aplicable a los nuevos funcionarios. Esta 
dualidad de regímenes de empleo, uno de naturaleza pública y otro de naturaleza laboral 
común, dentro de la propia institución, significa que existirán dos categorías de funcionarios, 
cuya diferenciación violenta el principio de igualdad y no discriminación, contemplados en el 
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artículo 33 y 68 de la Constitución Política. La norma cuestionada, a cuyo tenor se creó un 
nuevo régimen de empleo, de naturaleza laboral común, aplicable a los funcionarios que 
ingresen a laborar al INA, quebranta estas normas constitucionales por los siguientes motivos: 
el artículo 33 de la Constitución Política reconoce el principio de igualdad y reprocha cualquier 
especie de discriminación que sea contraria a la dignidad humana. En su dimensión laboral 
específica, el artículo 68 de ese cuerpo constitucional, prohíbe toda discriminación respecto 
del salario, ventajas o condiciones entre costarricenses y extranjeros, “o entre grupos de 
trabajadores”. La jurisprudencia constitucional ha realizado un amplio desarrollo de estos 
principios. La norma legal cuestionada contraviene el principio de igualdad, porque amén que 
des publificó y privatizó el régimen de empleo de los funcionarios que laboren al servicio del 
INA, estableció dos regímenes legales, absolutamente distintos, cuya diferenciación carece 
de una justificación que sea legítima, objetiva y razonable. No existe ninguna razón que 
justifique que los nuevos empleados que contrate el INA, sean excluidos de la aplicación del 
régimen estatutario de Servicio Civil y la Ley de Salarios de la Administración Pública y, 
además, se les imponga un régimen de empleo de naturaleza laboral, modelado en el Código 
de Trabajo. Considera que no es legítima esta exclusión porque el régimen de empleo de las 
personas servidoras del INA, configura una relación de empleo típica de empleo público, 
estatutaria, regulada por las disposiciones de los artículos 111.1, 111.2 y 112.1 de la Ley 
General de Administración Pública, que deriva directamente de los numerales 191 y 192 de 
la Constitución Política. La privatización o “laboralización” del régimen de empleo de los 
nuevos trabajadores, significa una violación directa de aquellas normas constitucionales, por 
lo que, en consecuencia, la norma impugnada significa un agravio directo de la Constitución 
Política. Tampoco se podría afirmar que la creación de esa nueva categoría de trabajadores, 
a merced de la legislación laboral común, responda a una finalidad legítima, porque mucho 
menos se puede sostener que se corresponda con el interés público que le corresponde 
satisfacer a la institución. Por el contrario, la privatización o laboralización del régimen de 
empleo, que habilita al INA contratar a los nuevos trabajadores, en cualquiera de las 
modalidades que establece la legislación laboral, o cualquier otra, cuyas remuneraciones se 
podrían pagar hasta por día, hora o lección, va directamente contra la idoneidad y la 
profesionalización de los servicios de capacitación y formación profesional que le compete 
prestar eficientemente al INA. La reforma legislativa, contrario a los fines que en teoría 
persigue, le apuesta a la afectación de la calidad de los servicios que le corresponde prestar 
al INA, por la vía de la precarización del empleo: diferentes modalidades contractuales (por 
tiempo determinado, servicios especiales, indefinido), modalidades de pago mensuales, 
quincenales, semanales, por horas o lecciones. Se desprofesionaliza la capacidad y 
competencias del recurso humano, porque las personas que laboren en esas 
precarias condiciones, no tendrán ningún arraigo institucional y mucha menos estabilidad 
laboral, quienes podrían ser cesados libremente por el patrono, en cualquier momento, de 
conformidad con la legislación laboral común, en menoscabo de la eficiencia y eficacia del 
servicio público que le corresponde brindar al INA. Además, las diferentes modalidades de 
remuneración contempladas en la reforma, hasta de pago por día, hora o lección, amén de la 
precarización de las condiciones laborales, menoscaba la formación profesional del recurso 
humano, porque tampoco va a existir mucho interés institucional en invertir en el desarrollo 
de un personal que prestara sus servicios en esas condiciones tan inestables y desarraigadas. 
Por tanto, las regulaciones que estableció la reforma, en materia de contratación y 
remuneración de los servicios, no son idóneas, en orden al cumplimiento de los fines 
asignados al INA, las cuales, por le contrario, tendrán un efecto totalmente negativo. No es 
razonable que personas que prestan sus servicios al mismo patrono, que realizan las mismas 
actividades, principalmente de carácter docente, destinadas a la prestación del servicio 
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público encomendado, tengan regímenes de empleo no solo diferentes sino incompatibles. 
Pero no solamente se trata de regímenes de empleo de naturaleza jurídica diferente, sino 
que, además, el nuevo régimen, de naturaleza laboral o privado, es absolutamente 
desfavorable, porque los nuevos trabajadores que sean contratados, quedan desposeídos de 
los derechos de carrera administrativa, estabilidad laboral y remuneración adecuada y 
suficiente. Además, los nuevos funcionarios se contratarán en un esquema de remuneración 
de salario global, reglamentado por la Junta Directiva del INA, con un nivel extremo de 
flexibilización, que le permite al patrono pagar los salarios a su total arbitrio, hasta por día u 
hora, todo lo cual va a detrimento de la profesionalización del recurso humano que requiere 
la institución. Si con la reforma de la Ley Orgánica del INA, contenida en la Ley N° 9931, se 
pretende fortalecer la institución, de cara a las exigencias de la Revolución Industrial 4.0, la 
institución requiere tener un personal con un nivel de competencias muy especializado, que 
le permita asumir exitosamente este desafío. Por contrario, la técnica legislativa de 
“laborizar” el recurso humano, que puede ser contratado mediante cualquier modalidad o 
remunerado hasta por horas, se vuelve contra los propósitos que justificaron la creación del 
INA, derivados directamente del artículo 67 de la Constitución Política. El artículo 24 configura 
un régimen de empleo de excepción, que se vuelve discriminatorio, porque los trabajadores 
quedarán en una situación precaria, en condiciones laborales muy diferentes, 
manifiestamente inferiores y desventajosas de las que continuarán disfrutando las personas 
trabajadoras que prestan actualmente sus servicios a la entidad. Aquellos trabajadores no 
tendrán derecho a carrera administrativa, estabilidad laboral, anualidades, complementos 
salariales, que disfrutan los funcionarios que laboran actualmente, de conformidad con las 
disposiciones del Estatuto de Servicio Civil y la Ley de Salarios de la Administración Pública. 
En su lugar, el INA los puede contratar en modalidades precarias, quienes no tienen ninguna 
protección contra la libertad de despido del empleador y, además, con un salario global, que 
se les puede pagar hasta por hora o lección. Además, la reforma del artículo 24 de la ley 
orgánica habilita a la Junta Directiva a fijarle a estos nuevos trabajadores condiciones 
diferentes y desfavorables en materia de vacaciones, jornadas, licencias y cualquier otra 
condición laboral. No existe ningún motivo legítimo, razonable y objetivo que justifique 
este trato diferenciados y desventajoso contra los nuevos trabajadores, por lo que la reforma 
legislativa resulta discriminatoria, vulnerando el artículo 33, en relación con el artículo 68 
constitucional. La reforma legislativa trata desigualmente a los iguales, imponiendo un trato 
diferenciado entre los trabajadores de la misma institución patronal, que no tiene ninguna 
justificación razonable, que vulnera, en general, el principio de igualdad y, en particular, el 
principio de no discriminación laboral, “entre [el mismo] grupos de trabajadores”, que 
reprocha este último artículo constitucional. Asimismo, alega el accionante que el traslado 
exigido de los trabajadores al nuevo régimen laboral, para participar en promociones y 
ascensos, violenta el derecho de carrera administrativa e igualdad de oportunidades, 
consagrado en el artículo 192 de la Constitución Política. La norma aquí impugnada estipula 
que las personas trabajadoras contratadas en el régimen anterior, es decir, en el régimen de 
Servicio Civil, para tener derecho de participar en promociones y ascensos en plazas vacantes, 
deberán realizar el traslado al nuevo régimen laboral de empleo privado o común, quienes 
conservarán únicamente la antigüedad laboral acumulada. Considera que esta norma es 
inconstitucional porque coarta la carrera administrativa y docente de los funcionarios del INA, 
contraviniendo los artículos 56, 191 y 192 de la Constitución Política. Señala que el artículo 
192 de la Constitución Política, que no se puede dejar de vincular con el artículo 191 del 
mismo cuerpo político, reconoce el derecho de acceso, promoción y ascenso en la función 
pública, en igualdad de condiciones, con base en méritos e idoneidad demostrada, sin 
ninguna clase de discriminación, con la finalidad de garantizar la eficiencia y la eficacia de la 
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Administración Pública. El derecho de acceso a la función pública, en condiciones de igualdad, 
con base en méritos, comprende el derecho de carrera administrativa. La carrera 
administrativa, entendida como derecho a la formación, promoción y desarrollo profesional, 
implica el derecho subjetivo de ascender posiciones en la estructura institucional, siempre 
con base en méritos y la necesaria demostración de idoneidad. Estos preceptos 
constitucionales fueron violentados por el último párrafo de la reforma del artículo 24 de la 
Ley Orgánica del INA, porque determinó que los funcionarios del anterior régimen, del 
régimen estatutario, que tengan interés en una promoción o ascenso de puesto en una plaza 
vacante, “deberá(n) realizar el traslado respectivo” al nuevo régimen de empleo laboral 
privado. La condicionalidad, sine qua non, que exige la norma impugnada, a saber: renunciar 
o privarse del régimen estatutario y del régimen de remuneración regulado en la Ley de 
Salarios de la Administración Pública, resulta irrazonable y desproporcionada, porque no 
tiene ninguna relación con el fin legítimo que pretende satisfacer las promociones y ascensos, 
que no es otro distinto que no sea, por un lado, el desarrollo profesional del servidor y, por 
otro lado, el mejoramiento de la prestación del servicio público. La disposición cuestionada 
es sustancialmente disconforme con los numerales 33 y 68 de la Constitución Política, porque 
esa exigencia es absolutamente arbitraria, que no tiene ninguna relación con los únicos 
requisitos que constitucionalmente son exigibles, en el tanto que dichos requisitos se vinculen 
con la realización de los principios de mérito y de idoneidad demostrada, con la finalidad de 
garantizar la eficiencia en la prestación del servicio público. De otra parte, alega el accionante 
que el traslado exigido de régimen de empleo infringe el principio de irretroactividad de la 
ley, vulnerando el artículo 34 de la Constitución Política. La reforma del artículo 24 de la Ley 
Orgánica del INA quebrantó el artículo 34 constitucional, porque tiene eficacia retroactiva, 
violentando situaciones jurídicas consolidadas, en perjuicio de aquellas empleadas y aquellos 
empleados que ingresaron a laborar al INA al amparo del Estatuto de Servicio Civil y la Ley de 
Salario de la Administración Pública, por remisión del artículo 24 de la Ley Orgánica del INA, 
modificado por la ley impugnada, quienes quedan conminados a renunciar a este régimen, 
porque de lo contrario, no tienen ninguna opción de participar en ascensos y concursos en 
plazas vacantes. La reforma sobreviniente impugnada, por lo menos, debió respetar la 
conservación de los efectos del artículo 24 que fue modificado, con la finalidad de 
salvaguardar la carrera administrativa de los funcionarios que ingresaron a laborar al amparo 
del Estatuto de Servicio Civil y de mantener el régimen salarial establecido en la Ley N° 2166. 
Sin tener que privarse de estos regímenes para tener la opción de ascender de puestos en la 
estructura institucional. Asimismo, alega que el último párrafo del artículo 24 vulnera el 
principio constitucional de irrenunciabilidad de los derechos de las personas trabajadoras, 
garantizado en el artículo 74 de la Constitución Política. La irrenunciabilidad es indiscutible, 
con mayor razón, como en este asunto, cuando se trata de garantías y derechos subjetivos 
reconocidos directamente por la Constitución Política, como el libre acceso a cargos públicos, 
la carrera administrativa, la estabilidad laboral y el esquema de remuneración salarial. La 
exigencia de trasladarse al nuevo régimen de empleo, para que el trabajador tenga la opción 
de participar en promociones y ascensos de puesto, colisiona con el principio de 
irrenunciabilidad tutelado en la norma constitucional. Con base en lo anterior, solicita que se 
declare con lugar esta acción de inconstitucionalidad. Esta acción se admite por reunir los 
requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 a 79. La 
legitimación del accionante proviene del interés colectivo de las personas trabajadoras 
miembros del Sindicato de Trabajadores del Instituto Nacional de Aprendizaje (SITRAINA). 
Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición 
de la acción. Efectos jurídicos de la interposición de la acción: la publicación prevista en el 
numeral 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional tiene por objeto poner en conocimiento 
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de los tribunales y los órganos que agotan la vía administrativa, que la demanda de 
inconstitucionalidad ha sido establecida, a efectos de que en los procesos o procedimientos 
en que se discuta la aplicación de la ley, decreto, disposición, acuerdo o resolución, tampoco 
se dicte resolución final mientras la Sala no haya hecho pronunciamiento del caso. De este 
precepto legal se extraen varias reglas. La primera, y quizás la más importante, es que la 
interposición de una acción de inconstitucionalidad no suspende la eficacia y aplicabilidad en 
general de las normas. La segunda, es que solo se suspenden los actos de aplicación de las 
normas impugnadas por las autoridades judiciales en los procesos incoados ante ellas, o por 
las administrativas, en los procedimientos tendientes a agotar la vía administrativa, pero no 
su vigencia y aplicación en general. La tercera es que -en principio-, en los casos de acción 
directa (como ocurre en la presente acción), no opera el efecto suspensivo de la interposición 
(véanse votos N° 537-91, 2019-11633, así como resoluciones dictadas en los expedientes 
números 2019-11022, 19-006416 y 19-015543 del Tribunal Constitucional). Dentro de los 
quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes 
figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los 
que se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de 
coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los 
motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se hace saber, 
además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional 
y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (Resoluciones Nos. 0536-91, 0537-91, 
0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, sino 
únicamente su aplicación en los casos y condiciones señaladas. La contestación a la audiencia 
conferida en esta resolución deberá ser presentada una única vez, utilizando solo uno de los 
siguientes medios: documentación física presentada directamente en la Secretaría de la Sala; 
el sistema de fax; documentación electrónica por medio del Sistema de Gestión en Línea; o 
bien, a la dirección de correo electrónico Informes-SC@poder-judicial.go.cr, la cual es correo 
exclusivo dedicado a la recepción de informes. En cualquiera de los casos, la contestación y 
demás documentos deberán indicar de manera expresa el número de expediente al cual van 
dirigidos. La contestación que se rindan por medios electrónicos, deberá consignar la firma 
de la persona responsable que lo suscribe, ya sea digitalizando el documento físico que 
contenga su firma, o por medio de la firma digital, según las disposiciones establecidas en la 
Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos Electrónicos, N° 8454, a efectos de 
acreditar la autenticidad de la gestión. Se advierte que los documentos generados 
electrónicamente o digitalizados que se presenten por el Sistema de Gestión en Línea o por 
el correo electrónico señalado, no deberán superar los 3 Megabytes. Notifíquese./Fernando 
Castillo Víquez, Presidente/.” 

 

San José, 18 de noviembre del 2021. 
 

Luis Roberto Ardón Acuña 
Secretario 

 

O. C. N° 364-12-2021B. — Solicitud Nº 68-2017-JA. — (IN2021604633). 
 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad número 21-021658-0007-CO que promueve Sindicato de 
Trabajadores del Sector Salud y Otros, se ha dictado la resolución que literalmente dice: “Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. —San José, a las diez horas cuarenta y nueve 
minutos del dieciocho de noviembre de dos mil veintiuno. /Se da curso a la acción de 
inconstitucionalidad interpuesta por Carlos Alberto Gómez Ramos, cédula de identidad N° 1-
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0536-0740, Ricardo Solano Madrigal, cédula de identidad No 7-0048-1458, Dalis Ramírez 
Zamora, cédula de identidad No 4-0182-0648 y Roy Gerardo Jiménez Suárez, cédula de 
identidad N° 2-0441-0839, como representantes del Sindicato de Trabajadores de la Salud y 
la Seguridad Social, cédula de persona jurídica N° 3-011-478987, Sindicato de Trabajadores 
de Farmacia y otros servicios de la Caja Costarricense de Seguro Social, cédula de persona 
jurídica N° 3-011-449909, Sindicato de Trabajadores de la Empresa Pública y Privada, cédula 
de persona jurídica N° 3-011-230087, y Sindicato de Trabajadores del Sector Salud, cédula de 
persona jurídica N° 3-011-358378, respectivamente, para que se declaren inconstitucionales 
los artículos 9°, 11 y 12, incisos b), c) y d), del Reglamento para la Asignación de Plazas en 
Propiedad de la Caja Costarricense de Seguro Social, por estimarlos contrarios a los artículos 
33, 191 y 192 de la Constitución Política y a los principios de razonabilidad y proporcionalidad. 
Se confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General de la República y al presidente 
ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social. Indican, los accionantes, que el referido 
reglamento fue aprobado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social en 
el artículo 39, de la sesión N° 9074, del 16 de enero de 2020. Añaden que esta normativa es 
de aplicación en los procedimientos para asignar las plazas en propiedad en la institución, con 
la excepción de los puestos de profesionales en medicina, enfermería, microbiología y 
química clínica, pues estos cuentan con su propio marco normativo. Impugnan los artículos 
9° y 11 del referido reglamento, en cuanto al puntaje máximo previsto en ambas disposiciones 
normativas, para el rubro de experiencia adquirida en el puesto objeto de concurso, tanto 
para los concursos en la modalidad de mayor puntaje como de puestos de jefatura. Señalan 
que, en ambos casos, se prevé que por tal rubro se “asignará un total de 50 puntos, 
correspondiente a 10 puntos por año y su respectiva proporción en periodos inferiores”, lo 
que implica que los trabajadores con más de cinco años de experiencia adquirida en el puesto 
objeto de concurso participan en las mismas condiciones que aquellos trabajadores que solo 
cuentan con cinco años o menos de experiencia. Consideran que esto es violatorio del 
principio de igualdad, dado que, se está brindando un trato igual a los participantes del 
concurso cuando sus condiciones o circunstancia son desiguales. Acusan que esto supone una 
desventaja para los trabajadores que cuentan con más de cinco años de experiencia, ya que 
los años acumulados después del quinquenio no son tomados en cuenta en la asignación del 
puntaje. Sostienen que esto también infringe el principio de idoneidad comprobada, pues no 
se le está dando el debido valor a la experiencia profesional. No se valora en su totalidad la 
experiencia en el puesto de trabajo. También cuestionan el sistema de asignación de puntaje 
por rangos, respecto de la evaluación del desempeño, previsto en ambos numerales, pues 
consideran irrazonable, por ejemplo, que se le asigne el mismo puntaje a un trabajador que 
cuenta con un promedio de calificación de 100 que a un trabajador que cuenta con un 
promedio de 96. Alegan que este sistema resta méritos de idoneidad a aquellos trabajadores 
que cuenta con mejor promedio de calificación. Estiman que esto también es discriminatorio 
e infringe los principios de idoneidad y razonabilidad. Se impugna, además, el artículo 12, 
incisos b), c) y d), del citado reglamento, atiente a los criterios de desempate para las 
modalidades de concursos internos, al establecer que el segundo criterio de desempate “será 
el total de días de experiencia acumulada en el servicio o unidad administrativa donde se 
encuentra la clase de puesto objeto de concurso por la persona trabajadora, indistintamente 
del puesto desempeñado”, mientras que “el tercer criterio de desempate será el total de días 
de experiencia acumulada en el centro donde se encuentra el puesto objeto de concurso por 
la persona trabajadora, indistintamente del puesto desempeñado” y el “cuarto criterio de 
desempate será el total de días de experiencia acumulada en la Caja, por la persona 
trabajadora”. Cuestionan que se utilice como criterio de desempate la antigüedad, pero en 
funciones distintas a las del puesto correspondiente al concurso. Sostienen que tal criterio de 
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desempate no garantiza la idoneidad comprobada y carece de fundamentación fáctica y 
técnica. Señalan que esta Sala ya se pronunció en un caso similar, mediante el Voto N° 2018-
14905, en que se declararon inconstitucionales varios artículos del anterior Reglamento de 
concursos para el nombramiento en propiedad de los empleados de la Caja Costarricense de 
Seguro Social, justamente en razón del valor que se le otorgaba al rubro de experiencia en 
puestos o en funciones que no eran afines al objeto del concurso. Esta acción se admite por 
reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en sus artículos 
73 a 79. La legitimación de los accionantes proviene del artículo 75, párrafo 2°, de la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional, en cuanto se apersonan en defensa de intereses corporativos, en 
resguardo de los derechos de los trabajadores miembros de los sindicatos accionantes, que 
laboran actualmente para la Caja Costarricense de Seguro Social. Publíquese por tres veces 
consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición de la acción. Efectos 
jurídicos de la interposición de la acción: la publicación prevista en el numeral 81 de la Ley de 
la Jurisdicción Constitucional tiene por objeto poner en conocimiento de los tribunales y los 
órganos que agotan la vía administrativa, que la demanda de inconstitucionalidad ha sido 
establecida, a efectos de que en los procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación 
de la ley, decreto, disposición, acuerdo o resolución, tampoco se dicte resolución final 
mientras la Sala no haya hecho pronunciamiento del caso. De este precepto legal se extraen 
varias reglas. La primera, y quizás la más importante, es que la interposición de una acción de 
inconstitucionalidad no suspende la eficacia y aplicabilidad en general de las normas. La 
segunda, es que solo se suspenden los actos de aplicación de las normas impugnadas por las 
autoridades judiciales en los procesos incoados ante ellas, o por las administrativas, en los 
procedimientos tendientes a agotar la vía administrativa, pero no su vigencia y aplicación en 
general. La tercera es que -en principio-, en los casos de acción directa (como ocurre en la 
presente acción), no opera el efecto suspensivo de la interposición (véanse votos N° 537-91, 
2019-11633, así como resoluciones dictadas en los expedientes números 2019-11022, 19-
006416 y 19-015543 del Tribunal Constitucional). Dentro de los quince días posteriores a la 
primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes figuren como partes en 
asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los que se discuta la 
aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en cuanto a su 
procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos de inconstitucionalidad 
en relación con el asunto que les interese. Se hace saber, además, que de conformidad con 
los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y conforme lo ha resuelto en 
forma reiterada la Sala (Resoluciones Nos. 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta 
publicación no suspende la vigencia de la norma en general, sino únicamente su aplicación en 
los casos y condiciones señaladas. La contestación a la audiencia conferida en esta resolución 
deberá ser presentada una única vez, utilizando solo uno de los siguientes medios: 
documentación física presentada directamente en la Secretaría de la Sala; el sistema de fax; 
documentación electrónica por medio del Sistema de Gestión en Línea; o bien, a la dirección 
de correo electrónico Informes-SC@poderjudicial.go.cr, la cual es correo exclusivo dedicado 
a la recepción de informes. En cualquiera de los casos, la contestación y demás documentos 
deberán indicar de manera expresa el número de expediente al cual van dirigidos. La 
contestación que se rindan por medios electrónicos, deberá consignar la firma de la persona 
responsable que lo suscribe, ya sea digitalizando el documento físico que contenga su firma, 
o por medio de la firma digital, según las disposiciones establecidas en la Ley de Certificados, 
Firmas Digitales y Documentos Electrónicos, N° 8454, a efectos de acreditar la autenticidad 
de la gestión. Se advierte que los documentos generados electrónicamente o digitalizados 
que se presenten por el Sistema de Gestión en Línea o por el correo electrónico señalado, no 
deberán superar los 3 Megabytes. Notifíquese./Fernando Castillo Víquez, Presidente/.” 
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San José, 19 de noviembre del 2021. 
 

Luis Roberto Ardón Acuña 
Secretario 
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